INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio sobre Seguridad Social entre la República de Chile y los Estados Unidos de América, suscrito en Santiago de Chile, el 16 de febrero de 2000.


BOLETÍN Nº 2.524-10


____________________________





HONORABLE SENADO:





	Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros respecto del proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





	A las sesiones en que se consideró este asunto asistieron, en representación del Ejecutivo, la Subsecretaria de Previsión Social, señora Ariadna Hornckohl, acompañada de la Jefa del Departamento Jurídico de este organismo, señora Carmen Alfonso, y el Director de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, señor Claudio Troncoso.





- - - - - -








	Cabe advertir que por tratarse de una iniciativa de artículo único, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirla en general y particular a la vez.





- - - - - -








	Asimismo, debe tenerse presente que dado que las normas del Convenio en informe versan sobre materias relativas a seguridad social, las que al tenor de lo prescrito en los artículos 19, Nº 18, y 63 de la Carta Fundamental deben ser votadas con quórum calificado, el proyecto de acuerdo necesita para su aprobación de la mayoría absoluta de los HH. señores Senadores en ejercicio.





- - - - - -





	Por último, se destaca que, según antecedentes aportados por la Cancillería, a la fecha de elaboración de este informe no se ha recibido aún nota oficial de los Estados Unidos de América comunicando la aprobación del Convenio en esa Nación.





	Debe señalarse que, de acuerdo a lo prescrito en el artículo 19 del Convenio, éste comenzará a regir el primer día del cuarto mes siguiente a la fecha de la última notificación en la que los Gobiernos de ambos Estados Contratantes se notifiquen por escrito el cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales para su entrada en vigor.





- - - - - -





ANTECEDENTES





1.- Objeto principal del Convenio en que incide el proyecto de acuerdo.





	Consiste en permitir a los nacionales de los Estados Signatarios del instrumento, que efectúen cotizaciones previsionales en ambos Estados, mantener la continuidad de su historia previsional y acceder, así, al goce de los derechos que les confieren los respectivos sistemas de seguridad social.





2.- Mensaje del Ejecutivo.





	Al fundar la presente iniciativa el Ejecutivo señala que ésta se enmarca en el contexto de la política que ha sostenido en los últimos años, en orden a conferir una debida protección a los trabajadores migrantes en el orden previsional, para lo cual ha suscrito convenios con diversas naciones europeas y americanas.





	El tratado que ha correspondido analizar a vuestra Comisión, celebrado entre Chile y Estados Unidos de América, se explica en relación con dicha política y, en tal sentido, permitirá a los nacionales de ambos países, como se dijera en el numeral precedente, gozar de los beneficios que conceden sus sistemas previsionales.





	De ese modo, los beneficios sociales otorgados por uno de los Estados contratantes podrán percibirse en el otro Estado, sin que deban cumplirse determinadas exigencias de residencia ni que la cuantía del beneficio experimente reducciones. La situación descrita, agrega el Mensaje, configura la institución jurídica denominada "exportación de pensiones".





	Con todo, agrega, es destacable la circunstancia de que el sistema nacional, a diferencia de lo que ocurre en diversos derechos comparados, nunca ha condicionado el goce de derechos previsionales a semejantes requisitos o limitaciones.





	Al detallar el contenido prescriptivo del Convenio se consignan los siguientes aspectos:





	- En el caso chileno el instrumento se aplicará tanto respecto del nuevo régimen de pensiones, basado en la capitalización individual, cuanto de aquellos regímenes correspondientes a las llamadas "cajas de previsión" fusionadas en el Instituto de Normalización Previsional.





	- Las controversias que pudieren surgir se resolverán mediante consultas entre las autoridades competentes de ambas Partes. Si no fuere posible, se someterán a arbitraje, mediación u otro procedimiento que se acuerde.





	- Si bien el Convenio tendrá cierto efecto retroactivo (lo cual se colige de la lectura de su artículo 17), el derecho al pago de prestaciones sólo se adquirirá a partir de su fecha de entrada en vigor.





	Finaliza el Mensaje afirmando que este Tratado constituye un cuerpo normativo armónico y coherente orientado a la protección de derechos previsionales, que se reconocen como el resultado del esfuerzo laboral e impositivo de quienes se acogerán a sus normas.





3.- Legales.





	a) La Constitución Política de la República, en especial sus artículos 19, Nº 18, y 50, Nº 1.





	La primera norma establece la garantía constitucional consistente en el derecho a la seguridad social. Agrega que las leyes que regulen el ejercicio de este derecho serán de quórum calificado.





	La segunda entrega al Congreso Nacional, como atribución exclusiva, aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República.





	b) A manera puramente ilustrativa, se citan algunos instrumentos relativos a seguridad social de los que Chile es Parte:





	- El decreto supremo Nº 1.378, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1994, que promulga el Convenio sobre Pensiones, y su Protocolo Final, suscrito entre los Gobiernos de Chile y Alemania Federal, en la ciudad de Bonn, el 5 de marzo de 1993.





	- El decreto supremo Nº 1.313, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1996, que promulga el Convenio sobre Seguridad Social entre los Gobiernos de Chile y de Brasil, suscrito en Santiago el 16 de octubre de 1993.





	- El decreto supremo Nº 241, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1998, que promulga el Convenio sobre Seguridad Social con la Confederación Suiza.





	- El decreto supremo Nº 262, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1998, que promulga el Convenio sobre Seguridad Social con España.





	- El decreto supremo Nº 311, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1998, que promulga el Convenio sobre Seguridad Social con Canadá.





	- El decreto supremo Nº 242, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1998, que promulga el Convenio sobre Seguridad Social con Noruega.





	- El decreto supremo Nº 1.553, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1999, que promulga el Convenio de Seguridad Social con el Reino de Bélgica.





	- El decreto supremo Nº 1.421, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1999, que promulga el Convenio de Seguridad Social con la República Oriental del Uruguay.





	- El decreto supremo Nº 1.555, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1999, que promulga el Convenio de Seguridad Social con Austria.





	- El decreto supremo Nº 936, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2000, que promulga el Convenio sobre Seguridad Social con la República Portuguesa.





	c) Otras Convenciones vinculadas con el instrumento:





	- El decreto supremo Nº 666, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1968, que aprueba la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas.





	- El decreto supremo Nº 709, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1968, que aprueba la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares.





	d) El decreto ley Nº 3.500, de 1980, que establece el Nuevo Sistema de Pensiones.





	e) La ley Nº 18.689, que fusiona en el Instituto de Normalización Previsional las instituciones previsionales que indica.





	f) El Código del Trabajo.





4.- Descripción del Tratado.





	El instrumento internacional sobre que versa el proyecto de acuerdo en informe consta de diecinueve artículos, divididos en cinco partes cuyos epígrafes son, respectivamente, "Disposiciones generales" (artículos 1 a 4); "Disposiciones sobre las leyes aplicables" (artículo 5); "Disposiciones relativas a los beneficios" (artículos 6 y 7); "Disposiciones diversas" (artículos 8 a 16), y "Disposiciones transitorias y finales" (artículos 17 a 19).





	A continuación se describe sintéticamente el contenido de dichas normas, que se caracteriza por su tecnicismo, con el objeto de facilitar una comprensión general de las mismas.





	El artículo 1 define diversas expresiones para los efectos del Convenio, así: "territorio", "nacional", "leyes", "autoridad competente", "institución competente", "período de seguro" y "beneficio".





	Agrega que cualquier término no definido tendrá el significado que le asignen las leyes que se estén aplicando.





	El artículo 2 fija el ámbito de aplicación del instrumento, esto es, hace referencia a cada uno de los cuerpos legales y reglamentarios que regirán para cada Parte.





	Además, hace extensivo el Convenio a las disposiciones legales que complementen o modifiquen dichas normas y a aquellas que las apliquen a nuevas categorías de beneficiarios, a no ser que se notifique al otro Estado Contratante que la nueva legislación no será incluida en el ámbito de aplicación del instrumento.





	El artículo 3 indica el ámbito de validez personal del Convenio, a saber, a las personas que estén o hayan estado sujetas a las leyes de uno o ambos Estados Contratantes, y a quienes deriven sus derechos de dichos textos legales.





	El artículo 4 consagra la igualdad de trato entre las personas de ambos Estados Partes que estén o hayan estado sujetas a las leyes de uno de éstos y aquellas cuyos derechos deriven de las primeras, y que residan dentro del territorio del otro Estado Contratante, en lo referente a la aplicación de las leyes sobre reconocimiento de derechos y pago de los beneficios respectivos.





	Agrega que cualquier disposición legal que restrinja el derecho a los beneficios o su pago, en razón de que la persona reside en el extranjero o se encuentre ausente del territorio de un Estado Contratante, no será aplicable a quienes residan dentro del territorio del otro Estado Parte.





	Por último, precisa que las pensiones de invalidez, vejez y sobrevivencia que se paguen de acuerdo a las leyes chilenas a nacionales de los Estados Unidos de América, no estarán sujetas a reducción, modificación, suspensión o retención por el hecho de que el beneficiario se encuentre o resida en un tercer Estado.





	El artículo 5 establece, salvo disposición en contrario, que la persona que se encuentre contratada en el territorio de uno de los Estados Partes quedará sujeta con respecto a ese empleo a las leyes de dicho Estado, sin tener en consideración su domicilio o residencia, o el domicilio del empleador.





	Añade que el trabajador por cuenta propia que resida en el territorio de un Estado Contratante estará sujeto sólo a las leyes de éste.





	Alude, además:





	- Al evento en que una persona contratada en el territorio de una de las Partes sea enviada temporalmente por su empleador al territorio de la Contraparte, cuando la destinación no exceda de cinco años.





	- Al caso en que un trabajador sea enviado a Chile desde el territorio de los Estados Unidos de América por un empleador de este país.





	- Al del trabajador enviado por su empleador desde el territorio de un Estado Contratante al de un tercer Estado.





	Prosigue la norma distinguiendo entre actividades consideradas como por "cuenta propia" según las leyes de un Estado Contratante, y como por "cuenta ajena" según las leyes del otro Estado.





	En seguida, la disposición consigna los siguientes aspectos:





	- Regula la situación de los oficiales o miembros de la tripulación de un barco con bandera de uno de los Estados Contratantes, y la de los empleados de empresas de transporte aéreo.





	- Declara que el Convenio no afecta las disposiciones de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961, ni de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963.





	- Se refiere al caso de los funcionarios gubernamentales de uno de los Estados Partes que presten servicios en el territorio del otro Estado Contratante.





	- Faculta a las autoridades competentes de ambos Estados Contratantes para exceptuar de las disposiciones de este artículo a determinadas personas o categorías de personas, en las condiciones que señala.





	- Libera de la obligación de efectuar en Chile determinadas cotizaciones de seguridad social a los empleadores y trabajadores afectos a las leyes de los Estados Unidos de América.





	Los artículos 6 y 7 regulan pormenorizadamente hipótesis normativas especiales que, según sea Estados Unidos de América o Chile, respectivamente, dan lugar al reconocimiento de derechos y al pago de beneficios de seguridad social, a saber:





	- La relativa a quien ha cumplido seis trimestres de seguro bajo las leyes de los Estados Unidos de América, pero no cumple los requisitos legales de ese país para tener derecho a los beneficios. En este caso el Convenio permite contabilizar los períodos de seguro que se acrediten bajo las leyes chilenas, en la forma y condiciones que establece.





	- La referida al evento en que las leyes de Chile exijan el cumplimiento de determinados períodos de seguro para la adquisición, conservación o recuperación del derecho a beneficios de invalidez, vejez o sobrevivencia, caso en el cual los períodos de seguro cumplidos bajo las leyes de los Estados Unidos de América se sumarán a los cumplidos bajo las leyes chilenas, siempre que no se superpongan, en la forma y condiciones que se indican.





	Cabe destacar que con el objeto de determinar el cumplimiento de los requisitos que exigen las leyes chilenas para pensionarse anticipadamente por vejez en el Nuevo Sistema de Pensiones, se considerarán como pensionados de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional a los afiliados que hayan obtenido pensión conforme a la legislación estadounidense.





	Asimismo, los afiliados al Nuevo Sistema de Pensiones que residan en el territorio de los Estados Unidos de América y que se encuentren sujetos a las leyes de ese Estado, podrán enterar voluntariamente en Chile cotizaciones previsionales como si fueran trabajadores independientes, quedando exentos de la obligación de enterar la cotización destinada al financiamiento de las prestaciones de salud establecidas en las leyes chilenas.





	Es oportuno advertir, también, que quienes perciban una pensión conforme a las leyes de los Estados Unidos de América y residan en Chile, podrán incorporarse al régimen de prestaciones de salud chileno en las mismas condiciones que las personas que perciban pensiones similares conforme a la ley de este último país.





	Finalmente, las normas en cuestión discurren respecto de las diversas circunstancias que deben observarse para resolver acerca de los exámenes médicos que hayan de llevarse a cabo para pensionarse por razones de salud o invalidez.





	El artículo 8 impone obligaciones de carácter administrativo a las autoridades competentes de los Estados Contratantes para la aplicación del Convenio y la coordinación de las instituciones que deban intervenir en su aplicación, así como para comunicarse las medidas adoptadas para el mismo objeto y la información relativa a toda modificación de las leyes que puedan afectar su implementación.





	El artículo 9 consagra la obligación de ayuda recíproca entre las autoridades e instituciones competentes y los organismos de enlace de los Estados Partes, dentro del alcance de sus atribuciones respectivas. Esta asistencia estará libre de todo cargo, y quedará sometida a las excepciones que se deberán estipular en un acuerdo administrativo.





	Además, faculta a las autoridades e instituciones competentes y a los organismos de enlace de cualquiera de estos Estados, para comunicarse directamente por escrito la una con la otra o con cualquier otra persona donde sea que resida, cuando sea necesario para la aplicación del Convenio. La correspondencia podrá efectuarse en el idioma oficial de cualquiera de los Estados Partes.





	El artículo 10 declara que cuando las leyes de un Estado Contratante dispongan que cualquier documento que se entregue a la autoridad o institución competente de ese Estado está exento de derechos o cargos, incluyendo derechos consulares o administrativos, dicha exención se deberá aplicar también a los documentos correspondientes que se entreguen a la autoridad o institución competente del otro Estado Contratante.





	Añade que los documentos y certificados no requerirán legalización por parte de autoridades diplomáticas o consulares, y establece procedimientos relativos al valor de las copias que se certificaren como auténticas y exactas por un organismo de enlace.





	El artículo 11 dispone que la solicitud de beneficio que se presente por escrito ante una institución competente de un Estado Contratante, será considerada como solicitud de beneficio del otro Estado Parte si el solicitante así lo requiere.





	Regula, también, el caso en que un interesado presenta una solicitud de beneficios por escrito ante la institución competente de un Estado Contratante sin requerir de manera explícita que dicha solicitud se restrinja a los beneficios bajo las leyes de ese Estado.





	Por último, se refiere al procedimiento para la presentación y tramitación de apelaciones y reclamaciones por escrito.





	El artículo 12 consagra el procedimiento administrativo a que deberá atenerse la institución que reciba una reclamación, notificación o escrito de apelación.





	El artículo 13 detalla la forma de pagar los beneficios que procedan en virtud de este Convenio, esto es, en la moneda de cualquiera de los Estados Partes.





	En todo caso, si se restringiera el cambio o transferencia de monedas por cualquiera de estos Estados, los Gobiernos respectivos deberán acordar las medidas necesarias para asegurar el traspaso de las sumas que se adeuden por concepto de beneficios previsionales.





	El artículo 14 prescribe que la información relativa a una persona que deba transmitirse de un Estado al otro, se utilizará de manera exclusiva para efectos de implementar este Convenio. Dicha información quedará amparada por las normas relativas a protección de la privacidad y confidencialidad de los antecedentes personales.





	El artículo 15 fija el procedimiento aplicable a las controversias sobre interpretación o aplicación del Convenio, esto es, mediante consulta entre las autoridades competentes o, no siendo posible, por arbitraje, mediación u otro mecanismo que se acuerde.





	El artículo 16 autoriza modificar el instrumento mediante pactos suplementarios que, a partir de su entrada en vigencia, se considerarán como parte integrante de aquél, pudiendo tener efecto retroactivo si así se especificare.





	El artículo 17 contiene normas sobre momento a partir del cual son exigibles los beneficios de seguridad social regulados en el Convenio, esto es, por regla general, a partir de su fecha de entrada en vigor.





	Además, consagra disposiciones que permiten invocar períodos de seguro y de empleo anteriores para impetrar el derecho a beneficios, y declara que los que se adquieran antes de su entrada en vigor serán revisados teniendo en cuenta las cláusulas del instrumento, sin que ello pueda significar reducción de aquéllos en efectivo a los que se tenía derecho con anterioridad a su vigencia.





	Concluye señalando que las normas sobre prescripción y caducidad de las leyes chilenas no serán aplicables a los derechos previstos en este Convenio, siempre que los interesados presenten la solicitud dentro de dos años contados desde su fecha de entrada en vigor.





	El artículo 18 declara que el Tratado permanecerá vigente y tendrá efectos hasta la expiración del año calendario siguiente a aquel en que se notifique por escrito de su término, por uno de los Estados Partes al otro.





	En caso de término, se mantendrán los derechos adquiridos o el pago de beneficios derivados de la aplicación del instrumento. Los Estados Contratantes establecerán los Acuerdos necesarios respecto de los derechos en curso de adquisición derivados de los períodos de seguro cumplidos con anterioridad a la fecha de término en comentario.





	El artículo 19 impone a los Gobiernos de ambos Estados la obligación de notificarse por escrito el cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales para la entrada en vigor del Convenio, lo que ocurrirá el primer día del cuarto mes siguiente a la fecha de la última notificación.





- - - - - -





DISCUSIÓN Y VOTACIÓN





	Con el objeto de ilustrarse adecuadamente en relación con este asunto, vuestra Comisión escuchó a representantes de la Subsecretaría de Previsión Social y de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Cancillería.





	La señora Subsecretaria, luego de reiterar los planteamientos que se contienen en el Mensaje Presidencial relativos a los objetivos esenciales del Convenio, hizo particular hincapié en los principios que lo inspiran, a saber:





	- La "igualdad de trato", que permitirá tanto a los chilenos que laboran en Estados Unidos de América, cuanto a los estadounidenses que trabajan en Chile, ser considerados ante las respectivas legislaciones previsionales y de seguridad social en las mismas condiciones que sus nacionales.





	- La "totalización de períodos de seguro", en cuya virtud será posible proceder al reconocimiento de los períodos cotizados en un Estado Contratante para los efectos de adquirir beneficios previsionales en el otro.





	- La "exportación de pensiones", que habilita a los chilenos que se hayan pensionado en Estados Unidos de América percibir sus pensiones en Chile sin que se les exija residencia en el país del norte.





	- La "asistencia mutua", en conformidad con la cual se exceptúan un conjunto de trámites con el objeto de facilitar la obtención de los beneficios previsionales correspondientes.





	Asimismo, dijo, el Convenio contempla algunas innovaciones que lo diferencian positivamente respecto de otros instrumentos de seguridad social celebrados por nuestro país hasta la fecha. En tal sentido, citó las siguientes situaciones:





	- Por una parte, la posibilidad de que la fracción de un trimestre cotizado en Chile sea considerado como un trimestre adicional en Estados Unidos de América.





	- Por otra, que cuando existan dificultades para precisar la época en que determinados períodos de seguro se cumplieron bajo la legislación de un Estado Contratante, se presumirá que dichos períodos no se superponen con aquellos cotizados en el otro.





	Esta última alternativa, concluyó, beneficia no sólo a las personas que se han desempeñado en trabajos que se califican de pesados o en condiciones riesgosas para la salud humana, a quienes la legislación nacional otorga abonos de tiempo extraordinarios, sino también a las que han sido exoneradas por razones políticas, que en razón de nuestro derecho gozan de abonos legales por gracia.





	Ante la inquietud manifestada por algunos miembros de la Comisión en lo concerniente al significado, con respecto a nuestro país, del vocablo "territorio" consignado en el artículo 1, letra a), del Convenio, esto es, "el ámbito de aplicación de la Constitución Política de la República de Chile", cabe consignar que el Director de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, cuya opinión se transcribe a título meramente informativo, indicó que ha sido una práctica habitual incorporar en los tratados sobre seguridad social una norma de ese tenor, mencionando al efecto los Convenios sobre la materia celebrados con las Repúblicas Federal de Alemania y de Austria, y con los Reinos de Dinamarca y de España.





	Asimismo, dijo, existen diversos instrumentos internacionales relativos al mismo asunto en los que no se especifica el concepto de "territorio", estableciéndose sólo una disposición genérica en cuya virtud cualquiera expresión que no se defina explícitamente tendrá el significado que se le atribuya en la legislación aplicable. Entre otros, citó al efecto los Convenios con Brasil, Suecia, Bélgica y Canadá.





	En seguida, el personero recordó que si bien la Carta Fundamental consigna en distintos artículos el término "territorio", en ninguno lo ha conceptualizado, lo que lo condujo a afirmar que dicha omisión obedecería a que no habría sido necesario incluir una definición del mismo atendida su claridad en tanto principio general de Derecho Internacional.





	Según ese Derecho, agregó, cualquiera sea el concepto de "territorio" que se emplee en un Convenio, aquél corresponde al espacio terrestre, marítimo y aéreo en que el Estado ejerce su soberanía y, por ende, en dichas áreas rige la Constitución Política de la República, como norma de superior jerarquía del ordenamiento jurídico.





	Al concluir, precisó que mientras el "territorio" en sentido jurídico tiene carácter permanente, desde el punto de vista físico puede sufrir variaciones. El ámbito de validez espacial de un ordenamiento jurídico, incluida la Constitución Política, quedaría determinado por el territorio del Estado en que éste ejerce soberanía.





	En consecuencia, sostuvo, la noción que el artículo 1, letra a), del Convenio en informe atribuye al término territorio, consiste en la superficie terrestre de Chile enmarcada por sus límites geográficos, el mar territorial y el espacio aéreo que cubre ambas superficies.





	- Sometido el proyecto de acuerdo a votación en general y particular, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Bombal, Gazmuri, Martínez Busch, Romero y Valdés.





- - - - - -





	En mérito de lo anterior, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe en los mismos términos en que lo hizo la H. Cámara de Diputados, cuyo tenor es el siguiente:





PROYECTO DE ACUERDO:








	"Artículo único.- Apruébase el "Convenio sobre seguridad social entre la República de Chile y los Estados Unidos de América", suscrito en Santiago, el 16 de febrero de 2000.".








- - - - - -





	Acordado en sesiones celebradas los días 20 de marzo y 3 de abril de 2001, con asistencia de los HH. Senadores señores Sergio Romero Pizarro (Presidente), Carlos Bombal Otaegui, Jaime Gazmuri Mujica, Jorge Martínez Busch y Gabriel Valdés Subercaseaux.





	Sala de la Comisión, a 4 de abril de 2001.












































	M. Angélica Bennett Guzmán


	            Secretario
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RESEÑA





I.	BOLETIN Nº: 2.524-10.





II.	MATERIA: Proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio sobre Seguridad Social entre la República de Chile y los Estados Unidos de América, suscrito en Santiago de Chile, el 16 de febrero de 2000.





III.	ORIGEN: Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





IV.	TRAMITE CONSTITUCIONAL: Segundo.





V.	APROBACION POR LA CAMARA DE DIPUTADOS: Fue aprobado por setenta y un votos a favor, de ciento dieciocho señores Diputados en ejercicio.





VI.	INICIO TRAMITACION EN EL SENADO: 13 de diciembre de 2000.





VII.	TRAMITE REGLAMENTARIO: Primer informe.





VIII.	URGENCIA: No tiene.





IX.	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:





	a) La Constitución Política de la República, en especial sus artículos 19, Nº 18, y 50, Nº 1.





	La primera norma establece la garantía constitucional consistente en el derecho a la seguridad social. Agrega que las leyes que regulen el ejercicio de este derecho serán de quórum calificado.





	La segunda entrega al Congreso Nacional, como atribución exclusiva, aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República.





	b) A manera puramente ilustrativa, se citan algunos instrumentos relativos a seguridad social de los que Chile es Parte:





	- El decreto supremo Nº 1.378, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1994, que promulga el Convenio sobre Pensiones, y su Protocolo Final, suscrito entre los Gobiernos de Chile y Alemania Federal, en la ciudad de Bonn, el 5 de marzo de 1993.





	- El decreto supremo Nº 1.313, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1996, que promulga el Convenio sobre Seguridad Social entre los Gobiernos de Chile y de Brasil, suscrito en Santiago el 16 de octubre de 1993.





	- El decreto supremo Nº 241, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1998, que promulga el Convenio sobre Seguridad Social con la Confederación Suiza.





	- El decreto supremo Nº 262, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1998, que promulga el Convenio sobre Seguridad Social con España.





	- El decreto supremo Nº 311, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1998, que promulga el Convenio sobre Seguridad Social con Canadá.





	- El decreto supremo Nº 242, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1998, que promulga el Convenio sobre Seguridad Social con Noruega.





	- El decreto supremo Nº 1.553, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1999, que promulga el Convenio de Seguridad Social con el Reino de Bélgica.





	- El decreto supremo Nº 1.421, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1999, que promulga el Convenio de Seguridad Social con la República Oriental del Uruguay.





	- El decreto supremo Nº 1.555, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1999, que promulga el Convenio de Seguridad Social con Austria.





	- El decreto supremo Nº 936, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2000, que promulga el Convenio sobre Seguridad Social con la República Portuguesa.





	c) Otras Convenciones vinculadas con el instrumento:





	- El decreto supremo Nº 666, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1968, que aprueba la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas.





	- El decreto supremo Nº 709, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1968, que aprueba la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares.





	d) El decreto ley Nº 3.500, de 1980, que establece el Nuevo Sistema de Pensiones.





	e) La ley Nº 18.689, que fusiona en el Instituto de Normalización Previsional las instituciones previsionales que indica.





	f) El Código del Trabajo.





X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO: Artículo único por el cual se propone la aprobación del Tratado.





XI.	PRINCIPAL OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISION: Permitir a los nacionales de los Estados Partes del instrumento, que efectúen cotizaciones previsionales en ambos Estados, mantener la continuidad de su historia previsional y acceder, así, al goce de los derechos que les confieren los respectivos sistemas de seguridad social.





XII.	NORMAS DE QUORUM ESPECIAL: El artículo único deberá ser aprobado con quórum calificado por referirse a un instrumento internacional que regula materias de seguridad social.





XIII.	ACUERDOS: Aprobado por unanimidad (5-0).











Valparaíso, 4 de abril de 2001.




















M. Angélica Bennett Guzmán


Secretario
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